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Majagual – Sucre, abril veintisiete de dos mil veintiuno 

 
Vista la nota secretarial que antecede, se tiene que la demandante  GINA URBINO 
GARCIA, a través de apoderado judicial, interpone demanda laboral , con el ánimo 
de que se le cancelen en su totalidad los valores causados , dejados de pagar como 
resultado de un contrato verbal existente entre la demandante, y el señor LUIS 
BENITO GOMEZ MARTINEZ, en calidad de alcalde del municipio de Majagual 
durante el año 2017, por la labor prestada como docente de la escuela de la vereda 
el Limón jurisdicción del municipio de Majagual Sucre; igualmente demanda a la 
Alcaldía de Majagual, quien actualmente está  representada por su Alcalde RAMIRO 
RADA MARTINEZ. 
 
Anexa como prueba carta de fecha octubre 4 de 2019 firmada por habitantes de la 
comunidad del Limón, dirigida al alcalde de Majagual, en donde le solicitan que 
pague los dineros adeudados a la demandante, por haberse desempeñado como 
docente de la escuelita El Limón durante el año de 2017. 
 
Así las cosas, se hace necesario citar el artículo 2 del código de procedimiento 
laboral: 
 

“COMPETENCIA GENERAL. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 
especialidades laboral y de seguridad social conoce de:  
 
1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente en el 
contrato de trabajo.  
 
2. Las acciones sobre fuero sindical, cualquiera sea la naturaleza de la 
relación laboral.  
 
3. La suspensión, disolución, liquidación de sindicatos y la cancelación del 
registro sindical.  
 
4. Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que 
se susciten entre los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores 
y las entidades administradoras o prestadoras, cualquiera que sea la 
naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos que se 
controviertan.  
 

           JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE                                              

                                MAJAGUAL SUCRE 

 



5. La ejecución de obligaciones emanadas de la relación de trabajo y del 
sistema de seguridad social integral que no correspondan a otra 
autoridad.  
 
6. Los conflictos jurídicos que se originan en el reconocimiento y pago de 
honorarios o remuneraciones por servicios personales de carácter 
privado, cualquiera que sea la relación que los motive.  
 
7. La ejecución de las multas impuestas a favor del Servicio Nacional de 
Aprendizaje, por incumplimiento de las cuotas establecidas sobre el 
número de aprendices, dictadas conforme al numeral 13 del artículo 13 de 
la Ley 119 de 1994.  
 
8. El recurso de anulación de laudos arbitrales.  
 
9. El recurso de revisión. 
 

Al estudiar la norma en cita, se tiene que no enuncia sobre el contrato de trabajo 
entre particulares y una entidad pública como lo es la Alcaldía de Majagual Sucre. 

 
Con respeto al asunto que nos atañe, el artículo 104 del Código Administrativo y de 
procedimiento administrativo dispone: 
 

“La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para 
conocer, además de lo dispuesto en la Constitución Política y en leyes 
especiales, de las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en 
los que estén involucradas las entidades públicas, o los particulares 
cuando ejerzan función administrativa. 
 
Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 
 
1. Los relativos a la responsabilidad extracontractual de cualquier 
entidad pública, cualquiera que sea el régimen aplicable. 
 
2. Los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en 
los que sea parte una entidad pública o un particular en ejercicio de 
funciones propias del Estado. 
 
3. Los relativos a contratos celebrados por cualquier entidad prestadora 
de servicios públicos domiciliarios en los cuales se incluyan o hayan 
debido incluirse cláusulas exorbitantes. 
 
4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores 
públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho 
régimen esté administrado por una persona de derecho público. 
 



5. Los que se originen en actos políticos o de gobierno. 
 
6. Los ejecutivos derivados de las condenas impuestas y las 
conciliaciones aprobadas por esta jurisdicción, así como los 
provenientes de laudos arbitrales en que hubiere sido parte una entidad 
pública; e, igualmente los originados en los contratos celebrados por 
esas entidades. 
 
7. Los recursos extraordinarios contra laudos arbitrales que definan 
conflictos relativos a contratos celebrados por entidades públicas o por 
particulares en ejercicio de funciones propias del Estado. 
 
PARÁGRAFO. Para los solos efectos de este Código, se entiende por 
entidad pública todo órgano, organismo o entidad estatal, con 
independencia de su denominación; las sociedades o empresas en las 
que el Estado tenga una participación igual o superior al 50% de su 
capital; y los entes con aportes o participación estatal igual o superior 
al 50%.” (Negrilla y subrayas fuera del texto original) 

 
Igualmente el articulo 155 IBIDEM reza:  
 
“Los juzgados administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 
asuntos: 
 
1. De la nulidad contra actos administrativos expedidos por funcionarios u 
organismos del orden distrital y municipal, o por las personas o entidades de 
derecho privado que cumplan funciones administrativas en el mismo orden. Se 
exceptúan los de nulidad contra los actos administrativos relativos a impuestos, 
tasas, contribuciones y sanciones relacionadas con estos asuntos, cuya 
competencia está asignada a los tribunales administrativos. 
 
2. De los de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral que no 
provengan de un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 
administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía. 
 
3. De los de nulidad y restablecimiento del derecho contra actos administrativos de 
cualquier autoridad, cuya cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes. 
 
4. De los procesos que se promuevan sobre el monto, distribución o asignación de 
impuestos, contribuciones y tasas nacionales, departamentales, municipales o 
distritales, cuya cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
 
5. De los relativos a los contratos, cualquiera que sea su régimen, en los que 
sea parte una entidad pública en sus distintos órdenes o un particular en 
ejercicio de funciones propias del Estado, y de los contratos celebrados por 



cualquier entidad prestadora de servicios públicos domiciliarios en los cuales se 
incluyan cláusulas exorbitantes, cuando la cuantía no exceda de quinientos (500) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la acción u 
omisión de los agentes judiciales, cuando la cuantía no exceda de mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
 
7. De la ejecución de condenas impuestas o conciliaciones judiciales aprobadas en 
los procesos que haya conocido el respectivo juzgado en primera instancia, incluso 
si la obligación que se persigue surge en el trámite de los recursos extraordinarios. 
Asimismo, conocerá de la ejecución de las obligaciones contenidas en 
conciliaciones extrajudiciales cuyo trámite de aprobación haya conocido en primera 
instancia. En los casos señalados en este numeral, la competencia se determina 
por el factor de conexidad, sin atención a la cuantía. Igualmente, de los demás 
procesos ejecutivos cuando la cuantía no exceda de mil quinientos (1.500) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes. 
 
8. De la repetición que el Estado ejerza contra los servidores o públicos y personas 
privadas que cumplan funciones públicas, incluidos los agentes judiciales, cuando 
la cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, y cuya competencia no estuviera asignada por el factor subjetivo al 
Consejo de Estado. 
 
9. De los asuntos relativos a la nulidad del acto de elección por cuerpos electorales, 
así como de los actos de nombramiento, sin pretensión de restablecimiento del 
derecho, cuya competencia no esté asignada al Consejo de Estado o a los 
tribunales administrativos. Igualmente, conocerán de la nulidad de la elección de los 
jueces de paz y jueces de reconsideración. 
 
10. De los relativos a la protección de derechos e intereses colectivos y de 
cumplimiento, contra las autoridades de los niveles departamental, distrital, 
municipal o local o las personas privadas que dentro de esos mismos ámbitos 
desempeñen funciones administrativas. 
 
11. Del medio de control de reparación de perjuicios causados a un grupo, cuando 
la cuantía no exceda de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
Si el daño proviene de un acto administrativo de carácter particular, cuando la 
cuantía no exceda de quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes. 
 
12. La de nulidad del acto de calificación y clasificación de los proponentes, 
expedida por las Cámaras de Comercio. 
 
13. De los de nulidad de los actos administrativos de los distritos y municipios y de 
las entidades descentralizadas de carácter distrital o municipal que deban 



someterse para su validez a la aprobación de autoridad superior, o que hayan sido 
dictados en virtud de delegación de funciones hecha por la misma. 
 
14. Sin atención a la cuantía, de los procesos de nulidad y restablecimiento del 
derecho contra actos administrativos de carácter disciplinario que no estén 
atribuidos a los tribunales o al Consejo de Estado. 
 
15. De los de nulidad y restablecimiento del derecho que carezcan de cuantía contra 
actos administrativos expedidos por autoridades del orden distrital o municipal, o 
por las personas o entidades de derecho privado que cumplan funciones 
administrativas en el mismo orden. 
 
16. De todos los demás de carácter contencioso administrativo que involucren 
entidades del orden municipal o distrital o particulares que cumplan funciones 
administrativas en el mismo orden, para los cuales no exista regla especial de 
competencia. 
 
17. De los demás asuntos que les asignen leyes especiales.” (Negrillas y subrayas 
fuera del original) 
 
Así las cosas, siendo que el objeto de la presente litis,  se trata del pago de los 

salarios derivados  de un contrato verbal celebrado entre un particular, y una entidad 

pública, se tiene que no es de competencia de la jurisdicción ordinaria laboral , por 

lo que  se decretara la falta de competencia, y se enviara a la oficina judicial de 

Sincelejo para que se haga el respectivo reparto entre los jueces administrativos de 

ese distrito judicial, y así se dirá en la parte resolutiva de este proveído. 

 

Por lo anterior expuesto, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Majagual Sucre 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. DECRETAR la falta de jurisdicción para conocer de la presente 

demanda, por lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

 

SEGUNDO. Envíese por competencia jurisdiccional el expediente a la Oficina 

Judicial de Sincelejo a fin de que sea repartido ante los Jueces Administrativos de 

esa ciudad. Elabórese oficio. 

 

TERCERO. Háganse las anotaciones de rigor en el correspondiente libro 

 
CUARTO: Téngase al Dr. REGULO ENRIQUE MARTINEZ ALEMAN identificado con CC # 

3.895.974 y TP # 216.580 del CSJ, como apoderado judicial demandante GINA URBINO 



GARCIA, identificada con C.C # 45.546.824, en los términos y para los fines del poder 
conferido.   

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

GREGORIO MERCADO SIERRA 
JUEZ  

 

 

 

 


